Comisión de Transporte, 


Comunicaciones y Obras Versión Taquigráfica N? 1030 de 
Públicas 2007 
S/C 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
_ (MTOP) 
VÍCTOR ROSSI 


Resolución del MTOP de 30 de octubre de 2006 
Ruta Nacional N* 26 (Peaje y FOCEM) 
Círculo del Transporte Internacional 
Pasos Fronterizos (Medidas del MTOP) 
Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 15 de mayo de 2007 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante David Doti Genta. 
MIEMBROS: Señores Representantes Sergio Botana, Juan José Domínguez y Julio César Fernández. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Gustavo A. Espinosa, Luis Gallo Cantera y Jaime Mario Trobo. 


INVITADO: — Señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, Víctor Rossi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Doti Genta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Agradecemos al señor Ministro su presencia por segunda vez para aclarar los temas que nos ocupan, 
especialmente, el relativo a la Resolución del Ministerio del 30 de octubre de 2006. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En la convocatoria que en su 
momento me hizo llegar la Comisión estaba ese tema y el relativo a los representantes legales del 
transporte internacional, pero tengo entendido que también hubo una sesión de la Comisión de la cual 
derivó la necesidad de que nosotros hiciéramos algún comentario. 


A continuación, trataré de comenzar haciendo una referencia lo más resumida posible a la Resolución del 30 
de octubre de 2006. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El encuentro que usted señalaba fue la semana pasada con el gremio de la 
Dirección de Arquitectura. Más allá de un problema de agenda posterior del señor Ministro, hoy nos 
tendría que dar una opinión al respecto. 


Aunque lo mejor sería que se pudieran considerar todos los temas, eso dependerá de cómo se desarrolle el 
tratamiento de los asuntos que están en la agenda. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En la reunión anterior hicimos 
referencia a determinado lineamiento que tenía que ver con la fijación de tarifas para los combustibles, 
sobre todo, para los utilizados en el transporte público de pasajeros y de carga, y quedamos en 
comentar la Resolución del 30 de octubre de 2006, por la cual se decidía instalar una Comisión 
bipartita integrada por representantes de la Intergremial del Transporte de Carga y del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, para evaluar la situación que tenía el transporte de carga por carretera, 
su relación con el mercado, su perspectiva en cuanto a si se iban a utilizar en el futuro más o menos 
unidades, su capacidad, el precio de los fletes, etcétera. Y sorprendía un poco que de la discusión que se 
había generado a partir del tema del combustible, del precio especial que queríamos fijar para el 
gasoil, se hubiera derivado en una medida que era complementaria. Ni siquiera sé si he tomado la 
carpeta correspondiente -por eso estaba revisando papeles-, pero el tema está bien presente. En 
aquellas circunstancias en las que se generó ese desencuentro con determinados sectores de la actividad 
económica del país, inclusive, con el transporte de carga, se nos había hecho llegar una serie de 
preocupaciones de parte de este sector. 


Sobre los temas vinculados con el tratamiento especial en materia de combustible, nosotros ya dimos las 
explicaciones y, en los hechos, ya está funcionado el sistema a partir del 19 de mayo, con beneficios para los 
usuarios del transporte colectivo de pasajeros. Sin lugar a dudas, estos beneficios se seguirán acentuando y, 
además, también habrá beneficios para el propio transporte de cargas y para los propios fletes, porque ahora 
hay, efectivamente, una incidencia menor de parte del combustible, como consecuencia del 8,2% que los 
transportistas de carga pueden deducir de sus costos a partir de la ley_ que se aprobó de sustituir el IMESI por 
el IVA y a partir del decreto que empezó a aplicarse a partir del 1% de mayo. Pero la otra resolución, la que 
motivaba la suspensión de los registros de transporte de carga por ciento veinte días y la necesidad de realizar 
un estudio sobre el particular también era parte de una política, que no se refería meramente a una 
negociación y a su resultado. Es cierto que este tema fue uno de los componentes de la negociación que en su 
momento se estableció. Eso es verdad; no se puede desconocer, pero también es cierto que reiteradamente el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas hizo referencia a su preocupación para que se pudiera desarrollar 
un sistema de transporte multimodal, que tenía que estar en condiciones de competir y de complementarse y 
que tenía que ser regulado por el Estado, porque teníamos que ponernos a cubierto de que no se crearan 
desfases que permitieran que un sector de la actividad económica del transporte terminara avasallando a otros 
sectores y sacándolos absolutamente del mercado. En realidad, este tema es una preocupación que tenemos 
desde hace mucho tiempo, desde la propia experiencia del Uruguay, cuando en determinadas circunstancias, 
por la no coincidencia entre las demandas del mercado con lo que de repente son determinadas campañas 
promocionales de marcas, de vehículos, de maquinaria y determinadas facilidades en el financiamiento, se 
generaron desfases que distorsionaron el funcionamiento de quienes ya estaban en el mercado, distorsionaron 
los precios y crearon, además, enorme perjuicio a los que alentados por esas promociones de lo que 
legítimamente se ofrecía terminaban comprometiéndose con financiamientos que después, en los hechos, no 
podían cumplir porque no tenían el acceso a la carga necesaria. Entonces, nosotros creíamos que ese 
cimbronazo fuerte era una buena oportunidad que había tenido el sistema en el momento en que nosotros 
estamos procurando encontrar el camino para la recuperación del transporte ferroviario que creemos más que 
nunca es imprescindible que cumpla un rol en el transporte del país y sobre todo en el transporte de carga del 
Uruguay. Además,en los momentos en que estábamos, en plena búsqueda de una solución para el transporte, 
anunciábamos -y seguimos anunciando- que uno de los objetivos era la incorporación del transporte aéreo al 
transporte de carga en el país. Por eso, creemos que el Aeropuerto debe tener la condición de puerto libre, con 
un funcionamiento dentro del mismo marco legal que le dio tan buen resultado al Puerto de Montevideo. 
Tenemos que aprender que esto también le puede dar muy buen resultado al Aeropuerto de Carrasco para 
lograr un centro de distribución, ya sea de pasajeros pero, fundamentalmente, de carga que, en la medida de 
sus posibilidades, pudiera servir a la región, en el momento en que estamos planteándonos la dinamización - 
que lentamente se va produciendo- del transporte fluvial y marítimo. Entonces, en esas condiciones, 


entendíamos que era una buena oportunidad para hacer un análisis lo más detallado posible, que iniciara un 
proceso de estudio que el país necesitaba y, en buena medida, necesita. 


Estamos en conocimiento de los aparentes perjuicios que esto pudo significar para algún sector, pero nunca 
pensamos que fuera una medida definitiva, que fuera la solución a algún problema. De hecho, el cierre de los 
registros no resulta ninguna solución; sí resultaba un aspecto que contribuía al asentamiento, a la 
normalización de un sector que salía de un conflicto complejo, difícil y que legítimamente tenía la aspiración 
de saber cuál era la posibilidad de su participación en el mercado. La medida se tomó; los estudios se 
realizaron; hemos procurado comprobar cuáles fueron las consecuencias y hemos llegado a la conclusión de 
que las cifras muestran que no se vendieron menos camiones sino más, que no se registraron menos camiones 
sino más y que no hubo paralización en el sector, como algunos -con legítima inquietud- temían, sino que el 
desarrollo del sector fue importante y, además, pudimos acceder a un trabajo realmente interesante, que sirve 
de base para el que vamos a seguir desarrollando en materia de política de transporte en el país. 


Voy a hacer llegar a la Mesa este informe, que es el resumen del trabajo que se realizó por parte de estos 
equipos. Una vez repartido, vamos a tener la posibilidad de nutrirnos de información -que hasta ahora no 
teníamos- y de comprobar que no fue tiempo perdido sino ganado porque nos dio la oportunidad, tanto a 
nosotros como al sector de cargas, de ubicar mejor cuáles eran sus inquietudes, sus dudas y sus dificultades, y 
nos colocó en condiciones de desarrollar lo que creemos que debe seguir haciéndose. A tal punto que en el 
área del Ministerio de Transporte y Obras Públicas ya está en funcionamiento una especie de taller o 
seminario que está estudiando la participación de los distintos sectores de la actividad económica, del 
transporte y de la logística como elemento imprescindible para prever cuáles son las exigencias y las 
necesidades que en materia de transporte va a tener el país y cuáles son las respuestas que paulatinamente 
tenemos que ir dando. 


Si para establecer este papel de regulación en el marco de la complementación y la competencia -que recién 
definíamos- era necesario conocer y profundizar en el conocimiento del área, y si nos planteábamos no 
respaldar ninguna hegemonía y combatir el proceso de informalización -tratar de ir eliminándolo poco a poco 
porque, en general, lleva al caos y al descontrol-, creo que es importante el paso que se dio, también los 
resultados -como podrán evaluarlos- y la oportunidad para conversar con ustedes respecto a cómo pensamos 
seguir trabajando en este tema. 


El informe que hemos hecho llegar a la Mesa tiene una primera parte, una segunda parte, una serie de 
conclusiones y algunas definiciones de trabajos a realizar. No es el informe final de algo en particular, sino de 
ese período de trabajo que el equipo se había comprometido a llevar adelante. Nosotros tenemos la idea de 
seguir con otros aspectos que hacen a la política de transporte. Necesitamos una definición más precisa de 
cuáles son los orígenes y los destinos de las cargas que en esta materia tiene el país y de las que van a 
generarse. Tenemos que seguir avanzando para establecer los mecanismos que nos permitan que cada uno de 
los sectores no termine poniendo en jaque a los otros sectores en materia de transporte. 


Si hablamos de ferrocarril en el Uruguay, todo el mundo aplaude y dice: ¡Qué bien recuperar el ferrocarril! 
Pero, en realidad, en la cancha, el ferrocarril recuperado es un competidor muy fuerte que van a tener los 
otros medios de transporte, y nosotros ya tenemos en la cancha a un conjunto de transportistas que si bien 
tienen distinta dimensión y participan en sectores diferentes de la economía -como van a ver en el informe-, 
algunos tienen trabajo casi permanente, otros tienen trabajo asegurado y con zafras que son previsibles, pero 
hay un porcentaje muy importante de camioneros -me refiero a los formales; no estoy hablando de los otros, 
de los que tenemos que trabajar para ver si recuperamos de la informalidad- que son propiedad de una sola 
persona o, a lo sumo, una sola persona tiene dos camiones y constituye no solo una unidad económica 
relativamente chica sino débil y que se vería muy incidida, por ejemplo, si el ferrocarril participara en la zafra 
de arroz y carga en Río Branco. Para el conjunto del sector del transporte de carga, tal vez eso no tenga una 
incidencia mayor, pero para el núcleo de camioneros que está ahí, que son pequeños camioneros, que no 
tienen veinte unidades, eso puede significar un cambio muy fuerte en sus condiciones de vida. Ponía el 
ejemplo de Río Branco porque se me ocurría y porque es uno de los temas que ha venido como ejemplo, pero 
lo podemos ver en distintos lugares de país. 


Nosotros tampoco podemos desarrollar el transporte ferroviario en cualquier condición. Primero que nada 
tenemos que recuperar las condiciones materiales para que el ferrocarril y su carga sean seguros. Después 
tenemos que encontrar cuál es la relación precio-beneficio que va a permitir que esa ecuación cierre, que 


realmente beneficie al país y que, a su vez, no deje por el camino a otros sectores que también pertenecen al 
Uruguay. 


En ese sentido, el intercambio que podamos tener y el propio repartido van a ser importantes para mirar hacia 
dónde pretendemos ir. 


Como decía, durante esos cuatro meses no disminuyó el registro de camiones, sino que aumentó. En realidad, 
la aplicación de la suspensión del registro alcanzó a muy contados casos durante ese tiempo. Después de esos 
meses se habilitó el sistema de registro. En muchos casos -según la resolución- quienes tuvieran reservas 
anteriores, quienes estuvieran renovando flota o quienes fueran transportistas que querían formalizarse, 
estaban exceptuados de la norma. Durante los cuatro meses el registro fue un cómputo importante, pero en la 
suma total, queda demostrado por las cifras del año que no solo no disminuyeron, sino que aumentaron. 


También se mostró que hubo una tendencia a que aumentaran los camiones por empresa. Si bien la gran 
mayoría de los propietarios camioneros tienen pocos camiones en la empresa, aquellas que tienen más de un 
camión tendieron a crecer. Hubo un fortalecimiento del sector: los que tenían oportunidad compraron más 
camiones. Esto habla de un sector que, más allá de las dificultades que se señalan en el informe, ofrece 
rentabilidad. 


Por otro lado, también se pudo observar que existe un envejecimiento, en líneas generales, de la flota de 
camiones. Si bien hay algunos sectores y, sobre todo, algunas cargas que promueven la renovación de la flota, 
en la mayoría del sector de camiones habilitados existe un envejecimiento de vehículos que tiene que 
preocuparnos porque, a la corta o a la larga, es un factor adicional de costo. 


Entonces, al salir de la suspensión, nosotros estuvimos examinando en qué condiciones se podía levantar esta 
suspensión de registros y qué se necesitaba en el futuro para empezar a corregir algunos aspectos que 
necesariamente tienen que corregirse por ley. Una de las cosas que sostenemos es que una política, una 
estrategia de transporte para el país, tendrá que basarse en la ley, no porque no exista legislación sino porque 
es necesario que la legislación se perfeccione, se complete y, en algunos casos, se recoja en una ley central, 
marco, una ley general. 


En ese sentido, tenemos la resolución que en su momento se votó, cuya copia dejamos acá hace algún tiempo 


Por un lado, se dejaba sin efecto la resolución ministerial de la suspensión, pero se promovía ante el 
Parlamento Nacional el análisis de posibles modificaciones en la normativa vigente en materia de transporte 
de carga por carretera. Dice así: "En el caso de que estas requieran iniciativa del Poder Ejecutivo, esta Cartera 
recogerá las propuestas de cambio que logren consenso entre todos los actores involucrados para promover 
los proyectos que correspondieren. 3%) Determinar que las modificaciones más relevantes a introducir, 
comprenden entre otros temas los siguientes: Condiciones para la expedición del permiso nacional de 
circulación o de transporte por parte de la Dirección Nacional de Transporte.- Condiciones de acceso a la 
profesión de transportista nacional de carga a saber: demostración de solvencia económica y financiera.- 
acreditación de solvencia moral y buena conducta de los titulares de las empresas.- acreditación fehaciente de 
la titularidad de las empresas, la nacionalidad de sus titulares y en el caso de sociedades de capital la 
nominatividad de las acciones.- capacitación de personal de dirección y gestión.- control y seguimiento de la 
situación económico-contable de las empresas registradas y a registrarse en el futuro.- la adecuación del 
actual Registro de Empresas Profesionales, estableciéndose un Registro que comprenda a las empresas de 
transporte profesional, a las empresas de transporte propio y a las de servicios.- la modernización de la flota 
nacional de vehículos de carga y el establecimiento de las condiciones para su ampliación y/ o para la 
sustitución de vehículos". 


¿Por qué planteamos esto? Porque de alguna manera recoge algunas de las carencias que hemos logrado 
ubicar. Aparte de saber adónde se requiere la carga, dónde tiene que ir, dónde va y qué se necesita para 
transportarla, es necesario saber cuáles son las condiciones de los que la transportan, cómo participan en el 
sector e, inclusive, cuánto o en qué medida lo hacen. Nosotros hemos sentido hablar mucho del transporte 
profesional de carga y hemos hablado de transporte informal u orejano. ¿Cuánto de todo esto es verdad? 
¿Cuál es el grado? Entre el blanco y el negro, ¿cuáles son los grises? Quienes conocen el sector saben que no 
hay puros blancos, totalmente blancos... 


Tampoco es verdad que hay quienes son absolutamente negros, informales; hay grados. Algunos de esos 
grados están comprendidos dentro de la Ley N* 17.296, pero hoy esta norma recibe críticas y reclamos 
provenientes de muchos lugares. Los que están incluidos en la ley no están totalmente conformes con ella y 
reclaman más beneficios o definiciones que ayuden a profesionalizar en mayor medida al sector, y nosotros 
estamos de acuerdo. Pero como contra cara de ello, si más deben profesionalizarse las empresas para tener 
reglas de juego que les permitan usufructuar el beneficio de esa profesionalización, aquellas que alcancen esa 
categoría deben tener a la vista las facturaciones, su constitución empresarial; tiene que saberse a quién 
pertenecen las acciones de empresas que están cumpliendo un servicio tan importante para el país; tiene que 
saberse cuál es la solvencia económica de esos empresarios y cuál su idoneidad, porque no trasladan 
cualquier cosa: trasladan la producción del país, la riqueza de otros y, por lo tanto, tienen que ajustarse a 
reglas de juego que ellos mismos exigen, que deben expresarse en modificaciones a la Ley N” 17.296. 


Sin embargo, todos sabemos que hay otros sectores del país que no se sienten conformes con la Ley 

N? 17.296. Me refiero a los llamados orejanos, que no son tales o no son exclusivamente orejanos sino 
transportistas que no han logrado acceder a su calidad de profesional. Y hablamos de otros transportistas: 
dueños de transportes que se definen como transporte propio pero que no coinciden con el porcentaje que la 
ley y la reglamentación establecen para poder aplicar la Ley_N” 17.296 y sus consecuencias; o bien los 
transportistas vinculados a servicios. Durante todo este período nos hemos encontrado con situaciones que 
también deben haber llegado a esta Comisión. Por ejemplo, el caso de las famosas barométricas y la 
discusión de si la barométrica era transporte de terceros o no; o el famoso tema del Automóvil Club o de Car 
Up y los servicios mecánicos. 


Por tanto creemos que, aprovechando lo que hemos aprendido, con los elementos que tenemos hoy y el clima 
general que ha cambiado y que ha hecho que la propia intergremial de transporte de carga esté dispuesta a 
abrir instancias de intercambio para ajustar y modificar la Ley N” 17.296, estaremos en condiciones de 
avanzar en el perfeccionamiento de esta ley para que siga contribuyendo al funcionamiento del transporte 
profesional en el país. 


Hay algunos comentarios, algunas cifras que podemos agregar para comprobar esto que estamos diciendo, 
inclusive en lo que tiene que ver con la venta de vehículos, su reposición y demás, pero creo que a esta altura, 
como ha pasado tiempo, son datos a los cuales todos hemos accedido. Lo que importaba era brindar las 
explicaciones que ustedes me requerían en cuanto a la suspensión del registro, a qué objetivos se buscaban, 
qué se pretendía y se pretende evitar. Y lo que queremos evitar es que el sistema de transporte nacional caiga 
en situaciones de descompensación que traigan perjuicios no solo al país, sino a los propios actores privados 
que participan en el sector. Nos interesa cuál es la perspectiva que tenemos por delante, los caminos que 
queremos recorrer y la importancia que me parece que tiene esta ley, que en su momento fue muy polémica, 
que fue un aporte por cuanto permitió el avance en la profesionalización del sector de transporte de carga que 
antes era absolutamente incontrolable, pero que fue insuficiente ya que no dio todas las respuestas que ahora 
tenemos la oportunidad de lograr. Y todos los sectores involucrados me han expresado que están interesados 
en participar para mejorar y perfeccionar esa ley, para rescatar a los que de alguna manera han quedado 
afuera, para incluir a los que de alguna manera no fueron considerados y para establecer reglas de juego que 
fortalezcan el sistema de transporte sobre la base de la ley y la regulación, porque nosotros no creemos en un 
sistema de transporte que no esté regulado con una fuerte incidencia de la autoridad del Estado en esta 
materia. 


SEÑOR BOTANA.- En el fondo de todo esto y como origen de este decreto sigue estando el problema 
de la suba de los combustibles. Acá tenemos, primero, un problema de suba de costos, después, un 
problema de precios relativos y, tercero, un problema de asignación y distribución en la economía 
nacional. 


Voy a ser muy breve. La creación de este subsidio implicó una suba de costos que vino para quedarse, porque 
toda conformación de un fideicomiso, de un fondo de este tipo, termina por generar costos de administración 
para el Estado, en primer lugar para generar todo el sistema de recaudación y, después, de distribución de 
esos recursos y, obviamente, para su administración y su control, y costos de administración para las 
empresas que tienen que participar del proceso de descuento, cuidado y distribución de ese dinero; son costos 
administrativos para todos. Estos costos van siempre a estar pesando al alza sobre los costos de la economía 
nacional y sus posibilidades de competencia. 


Hay un problema de precios y el tema de precios viene dado porque cada vez que se produce cualquier tipo 
de regulación, se producen distorsiones que son siempre base de la inflación. ¿Por qué? Porque toda 
regulación implica una compensación al sector que fue afectado por esa regulación. Es decir, cuando a 
alguien se le quita para darle a otro, después al que se le quita hay que volver a darle, y cuando se producen 
presiones inflacionarias como las que se están produciendo en la economía hoy, estas regulaciones empiezan 
a ser la base de los procesos inflacionarios. Lo estamos sufriendo en estos días. 


Lo tercero que preocupa es el tema de la asignación y la distribución de los recursos. Acá estamos haciendo 
una mala asignación de los recursos, en la medida en que estamos quitando recursos al sector productivo, 
quitando recursos al sector del transporte, y los estamos transfiriendo al consumo de pasajes especialmente 
capitalino; especialmente capitalino, no exclusivamente, pero sí en un alto porcentaje. Estamos afectando la 
distribución de los recursos en el país de manera negativa en la medida en que estamos generando una 
transferencia de recursos del interior a la capital y del sector productivo al paseo -como decía- y del sector 
más pobre, que es el que vive, habita y trabaja en el interior de la República, al lugar geográfico donde el país 
tiene y exhibe su mejor nivel de ingreso, que es la capital. O sea que tenemos una distribución de ingresos 
negativa; estamos transfiriendo recursos de los más pobres a los que más tienen y estamos transfiriendo 
recursos del interior a Montevideo. 


¿Esto qué consecuencias tiene para el interior de la República? Afecta la competitividad y las posibilidades 
de desarrollo de la industria del interior. Cualquier industria instalada en el interior -cualquiera- tiene que 
llegar al departamento, tiene que transportar materias primas y materiales, después tiene que transportar los 
productos terminados al mercado consumidor, y el mercado consumidor más numeroso, más importante se 
encuentra, obviamente, en la capital. Esto tiene un costo que en muchos casos imposibilita que estas 
industrias puedan, incluso, sobrevivir. Obviamente, todo esto se suma al hecho de que cada vez que se 
incrementan los costos del combustible en el país ¿cuántas hectáreas de plantaciones desaparecen y cuánto no 
se puede producir por el consumo de las máquinas y de los camiones? 


Entonces, creo que la base de esta decisión de dictar el decreto fue compensar los perjuicios que se estaba 
causando, no ya al sector del transporte, sino a todo el interior de la República, a sus posibilidades de 
desarrollo industrial y a la economía de los hogares, porque cuando a una industria en el interior de la 
República se le encarecen sus costos de producción a través del aumento del costo de los transportes, se le 
abaratan a la industria montevideana. ¿Cómo? A partir de la disminución de los costos del transporte de sus 
trabajadores. Es decir, la mano de obra en la capital deviene más barata y, por lo tanto, eso mejora en el largo 
plazo la competitividad de la industria montevideana con respecto a la del interior. Acá tenemos un grave 
perjuicio al interior de la República y después al sector productivo, a favor del transporte capitalino, que 
muchas veces se utiliza para concurrir al trabajo y otras para consumo de un bien como el de la recreación y 
diversión, que si bien no es un mal bien, en definitiva, no podemos compararlo con la necesidad de asegurar 
recursos para bajar los costos de funcionamiento de la producción nacional. 


Por otro lado, la compensación, que en principio se había dado con este decreto y con la prohibición de 
incorporar unidades al Registro, se produjo después con la sustitución -bienvenida- del IVA por el IMESL. 
Nos queda como materia pendiente la incorporación de los transportistas informales que, como bien dice el 
señor Ministro, en este caso no son necesariamente por causa propia, sino porque, por algunas circunstancias 
del pasado, los han dejado afuera de toda posibilidad de participar de este proceso. Esta cuestión no está 
resuelta, y nos preocupa. Me refiero a quienes no pueden descontar porque todavía no pueden participar en el 
mercado formal del transporte y a quienes no pueden descontar porque, aun participando del mercado formal 
del transporte, lo hacen en esta modalidad prevista en el literal E). Entonces, esto genera sobrecostos a estos 
transportistas y riesgo, una vez más, de pérdida de empleo. Obviamente que el buen estado de la economía, 
que el buen funcionamiento y que la situación internacional están aminorando toda mala consecuencia, pero, 
ojo, porque los buenos tiempos pasan y todo país que no se prepare en los buenos tiempos para vivir los 
tiempos duros, los paga, y mucho más caros, en los malos tiempos. 


Por último, y termino, queremos que este tema se resuelve definitivamente con la menor cantidad de 
regulaciones posible. Se nos ocurre que así como creemos que lo mejor es que el mercado de los 
combustibles sea libre y regulado simplemente en cuanto a las calidades exigidas, queremos lo mismo para el 
transporte. Es decir, creemos que debe regularse la seguridad en el tránsito y la capacidad de transportar, 
respetando esta seguridad y, obviamente, la de las cargas. No nos gustaría entrar en esa tentación de 
calificación de los ciudadanos o de sus patrimonios, porque en definitiva, si seguimos por ese camino, 


llegaremos al extremo de que para ser heladero tendrá que haber todo un estudio del patrimonio del 
solicitante y de su conducta anterior, porque le podrá vender a mis hijos un producto que va a utilizar para su 
alimentación y, entonces, terminaré exigiéndole una serie de requisitos a alguien para recorrer las calles de la 
ciudad con un silbato y un carrito para vender helados. Esto es en lo que se terminará si se sigue por este 
camino de regularlo todo. 


Lo único de lo que hay que preocuparse es de seguridad para el tránsito y seguridad para las cargas; nada 
más. Otra regulación estaría de más, y estaría abonando en el incremento de costos de la economía que, en 
definitiva, siempre termina siendo perjudicial. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Buena parte del inicio de la 
respuesta, nosotros tratamos de explicarla en la comparecencia anterior. De eso rescato simplemente - 
podríamos hablar con más detalle- que existe una realidad vinculada al petróleo, mundial, que no 
depende exclusivamente de Uruguay; que la matriz energética que utiliza nuestro país no fue una 
resolución de este Gobierno, sino que es una realidad que hemos recibido pero, además, dudosamente 
podría ser distinta; que estamos haciendo esfuerzos para buscar alternativas, pero esto no es sencillo 
acá ni en las potencias más importantes del mundo, y que cuando, entre otras cosas, nos planteamos la 
búsqueda de un tratamiento especial para el combustible, especialmente para el gasoil, dirigida a los 
sectores que más incidían en la economía, tuvimos un fracaso que reconocimos como tal, que es el del 
gasoil productivo, que se fundamentaba en una cosa: todos no pueden recibir los beneficios si no hay 
alguno que sostenga los beneficios, y entonces, la buena disposición de recibir a quienes reclamaban 
estar del lado del beneficio, prácticamente invalidó que el sistema pudiera funcionar. 


Recogiendo esa experiencia promovimos un tratamiento diferencial para el gasoil del transporte, cosa que no 
es novedosa ni se trata de un invento nuestro. Recuerdo que en muchos períodos anteriores los Gobiernos 
buscaban, promovían y en algunos casos anunciaban, tratamientos de este tipo. La única novedad es que en 
este caso finalmente encontramos un camino. 


En ese momento pusimos un ejemplo y dijimos que no todos podían pasar al mismo tiempo por la misma 
puerta, que teníamos que recorrer el camino en pasos. Y esos pasos -lo dijimos acá, se lo al Presidente de la 
Federación y de la Asociación Rural y al Presidente de la Intergremial de Transporte Profesional de Carga- 
necesariamente implicaban empezar por algún lado. Y elegimos empezar por el fideicomiso dirigido a 
abaratar el boleto del transporte colectivo de pasajeros. Con ese fideicomiso, que se nutría con un valor que 
se sumaba al precio del gasoil, se generó un fondo que nos permitió rebajar los boletos en todo el país, y se 
va a seguir desarrollando una política en ese sentido en todo el Uruguay. Desde luego, hay lugares donde el 
transporte colectivo se utiliza más y otros donde cuesta más, pero quienes lo utilizan más y quienes pagan 
más -todos- ya recibieron un beneficio y seguirán recibiendo el beneficio de una estabilidad basada en que el 
transporte colectivo de pasajeros tiene un gasoil protegido de los avatares de ese mercado internacional del 
petróleo al que no hay quien le eche sal en la cola. 


Pero también en ese momento dijimos: "Esto no termina acá; esto se extiende". Y el transporte de carga, 
principal afectado por esa partida de incremento del precio del gasoil, también va a tener la posibilidad de 
participar en su actividad con una rebaja de la incidencia del gasoil. ¿A través de qué mecanismo? Del 
mecanismo que va promover la sustitución de IMESI por IVA y por el que se va a aumentar la deducción que 
en ese entonces tenían autorizada de 3,75 a 8,20. De modo que, en realidad, la incidencia del precio del gasoil 
no solo no creció sino que a partir del 1% de mayo es menor y, por lo tanto, lejos de ser un factor de aumento 
de costos es un factor de abaratamiento de costos en toda la economía uruguaya. 


Hace unos meses eso podía estar en duda, pero ahora ya está funcionando. 


(Interrupción del señor Representante Botana) 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Por lo tanto, ese es un tema que no 
tenemos que demostrar; está demostrado en la vida. 


(Interrupción del señor Representante Botana) 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- La política que se ha desarrollado 
no termina ni siquiera ahí; es coherente e, inclusive, se ha habilitado un mecanismo -que tiene en sus 
manos el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, y por eso hacía mención a los Presidentes de 
las Cámaras agropecuarias- que también se podrá aplicar con deducciones a determinados sectores de 
la actividad agropecuaria en los que tenga incidencia el gasoil, porque hay algunos sectores en los que 
la incidencia es muy menor, mientras que en otros es fuerte, pero ellos también podrán tener la 
deducción, lo que está en instrumentación. Por lo tanto, creo que lejos de ser este un problema, ya a 
esta altura es un éxito o un logro de este Gobierno y nosotros tenemos la satisfacción de haber sido 
impulsores de este camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted piensa que algún otro gremio podría recibir esta bonificación? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Como dije hace poco, las medidas 
tienen que ser trajes a la medida de los sectores porque todos no pueden pasar. Nunca, y en ningún 
aspecto, todos pueden recibir y nadie dar. Aquí hay un problema de administración y redistribución, 
pero de una redistribución que tiene un determinado sentido y es el de favorecer la actividad 
productiva genuina y los sectores de la sociedad de más bajos recursos, que son los que durante todo 
este tiempo en que el petróleo subía y subía y no había fideicomiso, pagaban un boleto cada vez más 
caro y no tenían dónde reclamar, lo que incidía fundamentalmente en el presupuesto de sus hogares. 


Y yo digo que no está todo resuelto. Hemos iniciado un camino; la aspiración es profundizar en él. Otros 
sectores tendrán que idear otros mecanismos o instrumentos posibles, porque la virtud de esto es que es 
posible, y la práctica está demostrando que lo es y que está funcionando. El fideicomiso para el boleto está 
funcionando desde hace unos cuantos meses sin observación, sin queja, liquidándose en todo el país a todas 
las empresas que están en condiciones de recibirlo, y en todos los casos se refleja en el abaratamiento del 
pasaje para la gente. Y el instrumento que se puso en marcha para el transporte de carga entró en vigencia el 
1% de mayo y va a tener un procedimiento por el que se va a poder deducir. 


Contestando la pregunta del señor Presidente, puedo decir que conozco que existen mecanismos similares en 
el proyecto de ley que se está manejando para el taxímetro y algunos otros servicios de transporte, a partir de 
un fideicomiso de nafta en este caso, y no de gasoil, con la transformación del sector a nafta en beneficio del 
país, en motores, en repuestos, en cuanto al equilibrio de la ecuación de combustible de la cual hablamos en 
la sesión anterior. Pero a la vez se busca el mismo beneficio para los usuarios del transporte, porque el precio 
de la nafta, con la deducción, estaría asegurando un rendimiento mayor al que tiene actualmente el precio del 
gasoil. Ese es el único sector que sé se está estudiando y en el que se está trabajando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El gremio al que me refería es la Unión de Barraqueros de Materiales de 
Construcción. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Para la Unión de Barraqueros, al 
igual que para otro de los sectores que mencioné cuando me referí a las barométricas y demás, es que 
necesitamos modificar la Ley N” 17.296. Por eso planteo que por encima de las diferencias legítimas 
que tengamos sobre algunos aspectos, hay otros sobre los que me parece que ahora estamos todos de 
acuerdo, porque los propios sectores profesionales de carga han admitido que hay que modificar la ley 
para darle el reconocimiento que la ley no les da. Y si logramos resolver ese problema -si encontramos 
la solución- ese sector podría estar amparado por las normas generales del transporte de carga. Lo que 
no podemos es abrir la puerta para que todo valga, porque si todo vale, nada vale. 


La pregunta del señor Presidente me ayudó a avanzar en el tema y por último quiero decir que, sinceramente, 
en materia de transporte soy firme partidario de una importante regulación por parte de los organismos 
especializados del Estado. No creo en la espontaneidad ni en el funcionamiento del mercado libre en materia 
de transporte, y los ejemplos me sobran y algunos son bastante notorios. La espontaneidad, la libre 
competencia en materia de transporte es caos, es encarecimiento para los que no tienen y es servicio solo para 
los que tienen. En el transporte de pasajeros esto es tan fácil como decir quién va a ir a Santa Catalina si no 
tiene esa obligación regulada por el Estado; todos los ómnibus querrían estar entre Punta Carretas y Pocitos. 
Eso pasa en otros lugares no muy lejanos y es el caos, y eso solo se sustituye con la regulación. Y el 
transporte de carga -lo podrán ver en el informe- cada vez más asume esa condición de transporte público, 


porque la carga que transporta no es la del camionero ni la del dueño de la empresa de camiones. Por lo tanto, 
el dueño de la carga debe tener las garantías; si la reglamentación no se las da, aspira a tomarse sus garantías 
y entonces interfiere en la actividad del transporte poniendo condiciones de acuerdo con sus medidas. ¿Quién 
quiere entregar la carga a alguien si no tiene garantías de saber por dónde va, cómo va y en qué condiciones? 
Es absolutamente natural. Si estamos en un sistema que necesariamente debe ser regulado porque los 
distintos actores tienen que tener garantías, que se sepa quiénes son los que cumplimos esa función. 


Como pasa con los ómnibus, los propios camioneros, los transportistas profesionales de verdad, no se niegan 
a decir de quién es su empresa o a establecer la titularidad de las empresas. Lo que sucede es que venimos de 
una historia en la que tenemos que ver cómo mejoramos y no empeoramos. Independientemente de la 
responsabilidad del camionero, esta historia nos dice que cuando se compraba un camión no se hacía la 
escritura ni terminaba con el registro; se hacía un compromiso de compraventa en un boliche, pero cuando se 
iba a registrar el camión uno se encontraba con un choclo de deudas y de obligaciones que el otro había 
dejado y ni siquiera tenía dónde ir a reclamar. 


Venimos de un sistema que tiene que perfeccionarse y funcionar mejor, y eso implica que cada uno asuma la 
responsabilidad que le corresponde. Y si asume la responsabilidad, no tiene por qué temer en expresar que es 
dueño de tal empresa o de tal camión. ¿Qué problema tendría? 


Si acá estamos hablando de transporte profesional de carga, si queremos tener precios de referencia -los 
precios de referencia, que existen, son la mejor demostración de que los precios no están por encima sino por 
debajo-, y si es una actividad regulada, todos necesitamos saber qué se factura y qué no. ¿Es legítimo que una 
carga se facture porque no hay más remedio, pero que en los lugares en los que hay capacidad de presión, de 
negociación, se facture un viaje de cada cinco o uno de cada diez? ¿Es justo eso? ¿Es justo para el conjunto 
de los uruguayos? ¿Es una actividad económica que se desarrolla o no se desarrolla? 


Esto todos lo sabemos: lo sabe el Gobierno y tiene que tratar de regularlo, lo saben los camioneros 
organizados y no tienen inconveniente en regularlo, y lo estamos compartiendo con el Parlamento y entonces 
lo regularemos. Para quienes no están en el sector y aspiran estarlo tenemos que partir de la base de que hay 
que poner las reglas de juego sobre la mesa. 


Por otro lado, debemos tener en cuenta que la ley ya existe. La Ley N” 17.296 no es algo sobre lo que ahora 
podamos decidir si evitamos o no, ya existe, ya se votó y en su momento se discutió; algunos votaron y otros 
no lo hicieron, pero se votó, está aplicada, ha creado consecuencias y ahora la modificación tiene que partir 
de la base de que esa ley existe. No es un problema de buena o mala voluntad. No podemos mirar para otro 
lado: existe la ley y yo pido el apoyo de la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas 
porque entiendo que es el ámbito adecuado para generar esta discusión para que la ley pueda avanzar y 
perfeccionarse. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Pido disculpas al señor Ministro por la demora; estábamos en otra reunión - 
con agenda posterior, pero con un tema muy importante- con relación a los controladores aéreos. 


He generado alguna expectativa con esta sesión porque hay varios temas de la convocatoria a los que me 
quiero referir. Pero antes de eso quiero decir que a mi juicio -de alguna manera lo estaba expresando el señor 
Ministro-, si hay alguna derivación que esto tiene es que los propios protagonistas, todo el sistema de 
transportistas profesionales de carga, está de acuerdo con lo que está ocurriendo; muchos más me han dicho 
que es algo sobre lo que ellos pensaban que pudiera darse. En realidad, la gente hoy se quiere sumar a 
compartir estas ventajas generadas a partir de una situación. Ellos hablan de que la movilización que hubo en 
su momento, con sus dificultades, les permitió acceder a una solución. Entonces, hay otros sectores, como el 
del taxi, que tienen algunas expectativas. 


¿Por qué hay expectativas? Porque, a mi juicio, el decreto cumplió una función. Por lo tanto, me parece que 
girar sobre esa parte sería perder tiempo. Este es mi punto de vista. 


Lo demás puede ser cierto; tal vez podemos estar encima de una situación que podría darse con los precios o 
con la inflación, pero eso ya escapa a este fenómeno y tendríamos que dirigirnos a otros Ministerios. Tengo la 
sensación de que debemos comenzar a trabajar en algunos aspectos derivados de esto, es decir, cómo nuclear 
-esto es algo de lo que nos han planteado los transportistas- y cómo mejorar el silaje; otra vez las empresas 


vuelven a plantearles que no hay camiones -aprovechan para ver si pueden tener su flota propia- y ellos 
insisten en que el problema es con los silos, que los tienen días y días con las cargas, que agravado con el 
tiempo, ha generado problemas muy graves. 


Me remito a un artículo de la prensa de Paysandú sobre los transportistas locales. En una larga y extensa nota 
ellos hablan de las ventajas que han tenido, de las dificultades -que fundamentalmente estarían en esto que se 
estaba diciendo- y en ver cómo se aborda la informalidad. 


La informalidad es un tema que esta Comisión tiene en el debe porque tiene que ver, fundamentalmente, con 
la de camioneros de pequeño tonelaje, a quienes seguimos sin dar una solución. Creo que en esto debemos 
trabajar en forma conjunta con el Ministerio, tal como hemos hecho con otras leyes, entiendo que hay que 
pelotearla y buscar la forma de encontrar una solución a ese problema que se arrastra desde hace mucho 
tiempo. Hay que ver que no es lo mismo un transportista profesional, con cargas que pasan las diez o quince 
toneladas, que los que trabajan con menor carga, pero tienen una situación no resuelta. 


Me parece que ese capítulo anda por allí. Me preocuparía ver cómo redondeamos este tema del transporte 
carretero de carga. Tengo la sensación, como capítulo, de que eso estaría, y sobre lo que no esté, tendríamos 
que ver cómo legislamos, porque sería justo encontrar una solución. 


En cuanto a las consecuencias del fideicomiso, nos encontramos nuevamente en desacuerdo con lo que 
plantea el señor Diputado Botana. Las ventajas respecto al interior sí o el interior no, ya lo discutimos. Creo 
que todo quien esté regulado y funcionando dentro de los marcos de la ley se ha visto beneficiado. En ese 
sentido, tenemos el boleto, con las rebajas que merece, para los estudiantes; me refiero al traslado gratis. 


Pero, ¿qué ocurre? Es cierto que tenemos dificultades con muchas empresas que no están legalmente 
habilitadas y arrastran situaciones de muchos años que no han podido resolver. Es cierto que en el interior es 
más difícil para las pequeñas empresas ponerse al día. Ya vivieron mucho tiempo en una situación difícil y 
habría que ver cuál es la solución. Ese es uno de los problemas a tener en cuenta. Sin embargo, no debemos 
olvidar que esta medida ha favorecido al traslado de la población en todo el país. Por ahí vienen mis matices 
con el señor Diputado Botana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, usted emitió la resolución de los ciento veinte días en 
coordinación con la ITPC. ¿En ese momento sabía si ese plazo se podía extender? Según lo que me 
conteste, le explicaré por qué formulo esta pregunta. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Establecimos esos ciento veinte días 
para que se realizara ese estudio que nos dejó muy satisfechos. Salvo que nos encontráramos con algo 
absolutamente imprevisto, no pensamos que se prolongara más allá de ciento veinte días. Además, para 
tomar una medida de esas características de forma permanente es necesario una iniciativa que está 
más allá de la potestad de resolución de un Ministro. Por lo tanto, si llegáramos a esa conclusión, 
tendría que promoverse una ley. Sin embargo, ese nunca fue el sentido. Como expliqué, el sentido es 
regular una actividad en la que ahora empezamos a tener mas claro dónde está cada uno. 


¿Saben una cosa? No todos los camiones trabajan las mismas actividades, aunque algunos trabajan varias 
actividades a la vez. Eso también es parte de lo que queríamos conocer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Planteé esa pregunta porque a raíz de la medida, la Comisión recibió a otros 
integrantes del espectro del transporte. Todos tenían esa incógnita. 


Por favor, no entienda esto como un consejo pero, si en el inicio se hubiera dicho que eran nada más que 
ciento veinte días a los efectos de realizar un estudio, más allá de que para nosotros siempre es productivo 
recibir a cualquier gremial, se hubieran evitado todas esas idas y venidas, que concurrieran los armadores, la 
Cámara Automotriz, etcétera. Me parece que a ellos les preocupaba que fueran ciento veinte días en principio 
para después extenderse. 


Por eso formulé esa pregunta. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Este es un problema que tengo que 
analizar. 


Recién dije que cuando hablamos del fideicomiso al gasoil y empezamos por el transporte de pasajeros, 
explicamos a los interlocutores que comenzábamos por ahí, pero que esto era un camino. En principio, eso no 
se entendió, pero después se va despejando el camino. 


En este caso, la resolución dice ciento veinte días y cuando hablamos con algunas de las organizaciones, ese 
fue el plazo que les expresamos. Desde luego, no podíamos adelantar, antes de las conclusiones de la 
Comisión, nuestras conclusiones personales, pero la resolución decía ciento veinte días. La especulación de 
que sería un lapso más prolongado, podría deberse a que algunos creían y otros no. 


Algunas de las delegaciones que visitaron esta Comisión ni siquiera hablaron conmigo; vinieron aquí 
directamente y expresaron lo que expresaron. 


Creo que hubo un incentivo, una cierta ansiedad que se expresó de parte de algunos actores que empujan y 
empujan. Reitero que todas las actividades legales en el país son legítimas. Financiar la venta de vehículos y 
de camiones, es absolutamente legítimo. Ser representante de una marca y aspirar a vender más camiones, es 
absolutamente legítimo. Lo que no queremos es que se repita lo que vivió Uruguay en 1996, 1997 y 1998. 
Digo esto, porque en aquel entonces se financiaba con enormes facilidades y se promovían marcas para que 
se compraran. Les pido que pregunten y que averigilen cuál fue el resultado y cuántos sobrevivieron de todos 
esos que muchas veces vendieron sus propiedades y su casa, pidieron préstamos y se gastaron su despido 
para comparar camiones que iban a ser una cosa bárbara y resulta que después terminaron mal, vendiendo o 
subastando todo lo que tenían. Eso también era parte de nuestra preocupación. Hicimos una pausa, se 
hicieron estudios y las cifras hoy indican que se vendieron más camiones en 2006. Es decir que, aún con la 
suspensión, el asunto funciona y los registros funcionaron. Igual tenemos que estar atentos porque a veces 
hay actividades que se ponen de moda y no podemos tener la tranquera abierta para que todo el mundo venga 
ahí porque existe la posibilidad de un negocio. Tenemos que cuidar que exista un equilibrio; de lo contrario, 
va a quedar gente por el camino que, con la mejor buena voluntad, hace una inversión, mete todo lo que tiene 
en un camión para resolver su vida y termina destrozándola. Eso no se me ocurrió a mí, es una realidad. Fue 
planteado e, inclusive, discutido en este Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene razón en cuanto a lo que ocurrió en 1996, 1997 y 1998 pero creo que, 
lamentablemente, sigue pasando por la mentalidad de la gente. Yo tengo la filosofía personal de que, 
por más créditos que me pongan por delante, a nadie le ponen un revólver en el pecho para que saque 
un crédito para comprar un camión. Lo mismo ocurre con las tarjetas de crédito; a nadie le obligan a 
utilizarlas o solicitarlas. Eso se debe a la filosofía de las personas. Muchas veces eso no va en las 
coyunturas sino en la manera de ser de las personas. Los atraen con un crédito -entre comillas- 
"blando", que termina siendo tan duro que los hace vender todo. 


SEÑOR BOTANA.- Quiero que observemos un detalle. 


Mire: desde que el señor Ministro junto al Presidente de la República, creó el fideicomiso, tuvo que crear la 
prohibición de incorporar camiones y tuvo que incorporar una organización dentro de la CND para 
administrarlo. Supongo que tendrá que haber trabajado sobre la regulación del precio del boleto porque, de 
no ser así, estaríamos favoreciendo a los más ineficientes. Tuvo que generar un mecanismo de deducción para 
los camioneros formales. Va a tener que crear un mecanismo de compensación para los otros. Se está 
estudiando y se va a tener que crear un mecanismo para alentar el consumo de naftas para mejorar la relación 
entre el volumen consumido de nafta y volumen consumido de gasoil. Quizás haya que dar algún mecanismo 
de descuento para los taxis previo a ese, en la filosofía de ir avanzando paso a paso. Va a haber que crear 
algún mecanismo para compensar al agro, porque el agro paga un gasoil más caro, y entonces eso encarece el 
precio de la materia prima de la producción nacional y deja a varios sectores fuera de competencia en lo 
internacional. Va a haber que crear algún mecanismo para compensar a los autotransportistas, a los que hacen 
transportes propios. Va a haber que crear algún mecanismo para transportar a las industrias del interior. Voy a 
poner un caso muy claro. Las chacinerías de Paysandú, Bordenave y Fénix, que exhiben esa altísima calidad, 
por no nombrar a la Lito Gómez, de Cerro Largo. Tienen cuatrocientos kilómetros para recorrer, para traer 
materias primas, para traer féculas, envases, etcétera y después pretenden competir en el mercado 


consumidor de productos con las empresas que están en el cinturón de Montevideo. Indudablemente, todas 
ellas han venido bajando el empleo que ofrecen; lo bajaron abruptamente durante la crisis que tuvo el 
Uruguay, pero cuando se produjo la recuperación del país, esas plazas no se pudieron recuperar. ¿Por qué? 
Por este tipo de distorsiones relativas. Se venían recuperando y ahora se ha frenado el comercio de esas 
empresas. Entonces, va a haber que crear algún mecanismo de compensaciones para la industria y el 
comercio del interior. Entonces, frente a eso uno dice: ¿no será más fácil aprovechar ahora, que ANCAP es 
competitiva, según sus Gerentes, su Presidente y sus funcionarios, para desmonopolizarla y entonces tener un 
precio del combustible alineado con el de la región y evitar todas estas regulaciones que implican costos? Esa 
es, creo, la gran discusión de fondo que debemos tener. 


Respecto de la regulación del transporte, en una frase sola me permito volver a discrepar con el señor 
Ministro. Yo creo que tenemos que apuntar a un transporte lo más desregulado que sea posible con, por 
supuesto, aquellas regulaciones que hagan a la seguridad en el tránsito, a la seguridad por la vida y a la 
seguridad de las cargas que se transportan. Recordemos ejemplos de monopolios en el transporte. Por un 
lado, AFE, que tenía todo el monopolio. Así terminó: ahora hay que ponerle millones y millones de dólares 
para recuperarla, y explotaba en exclusividad, bien y con buena intención todo un negocio. No sé si era que 
lo explotaba en la época en que los Gobiernos eran colorados y, por lo tanto, eran de gente peor que la de 
ahora. Puede ser, pero yo digo que la gente más o menos son funcionarios del Uruguay bien intencionados, 
funcionarios públicos, honorables todos, y que lo que pasa es que a veces hay mecanismos que no funcionan 
y alos que tenemos que ponerle atención. Por otro lado, tenemos el monopolio en el transporte de pasajeros 
que exhibió la ONDA. Creo que son dos ejemplos, uno público y otro privado. Entonces, creo que hay que 
cuidarse del exceso de regulaciones, porque deviene en el monopolio y este termina en estas consecuencias 
brutales que tuvo el país, con caídas algunas de ellas, en épocas no críticas de la economía nacional. Era eso, 
señor Presidente. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- En realidad, me parecen muy importantes los temas que se están manejando. 
Ya habíamos recibido información por parte del señor Ministro con respecto a la Ruta N” 26, pero 
sería bueno tener actualizados los datos. Inclusive, por la información que tengo, la otra ruta también 
iba a estar establecida dentro del proyecto de utilización de los Fondos de Convergencia del 
MERCOSUR. Entonces, sería bueno tener una versión ajustada de lo que está ocurriendo en estos 
momentos. En realidad, no me llega mucho el planteo que hemos visto más de una vez con relación al 
problema de las empresas que están en el país, que trabajan con carga que viene de otros países y que 
son representantes de empresas de otros países en el país. Lo cierto es que sería bueno saber qué ocurre 
con la situación que están viviendo los transportistas -no solo esos, pero ellos también, porque necesitan 
una respuesta-, pero yo pondría más el acento en lo que sucede con los transportistas uruguayos frente 
a toda esta situación. Quisiera saber si el Ministerio tiene realmente datos actualizados de lo que está 
pasando con el tema de los cortes y sus consecuencias. Yo quería plantear esto porque lo otro ya lo dije 
y me parece que esto está dentro de la convocatoria. Además, me parece que es muy importante y que 
sería bueno escuchar al señor Ministro al respecto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Para terminar el tema anterior, digo 
que por cierto que trabajamos en los temas de precios de boletos y su incidencia en todo el país. Nos 
comunicamos con las Intendencias y, en algunos casos, de alguna manera tratamos de ayudarlas a ser 
consecuentes en la aplicación de esta política de beneficio del usuario. En el área metropolitana es 
notorio que ha habido resultados muy importantes para la gente y vamos a seguir trabajando. La 
manera de incorporar al sector informal a la actividad, a nuestro entender, es a través de la 
modificación de la Ley_N” 17.296 que, entre otras cosas, tal como recién narrábamos, tiene que 
incorporar esto y, tal vez, incluir una serie de definiciones sobre determinados sectores que tienen 
características particulares y que, por lo tanto, no pueden estar incorporados en la ley como están hoy, 
pero que en la realidad existen. 


En lo que tiene que ver con el agro, este ya tiene un mecanismo. El IVA por el IMESTI habilitó un mecanismo 
de deducción también para los sectores altos consumidores del agro. Existe la disposición y, lo que resta para 
su aplicación es, desde luego, una resolución del Ministerio que será en acuerdo con las gremiales 
correspondientes, pero que es un decreto del Ministerio de Economía y Finanzas y del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


En cuanto a la política general de combustibles, es un tema muy amplio. Alguna referencia hicimos en la 
sesión anterior. Yo creo que el destino de todo este conjunto de medidas que, por cierto, dan trabajo, tiene que 
ser que el país pueda lograr una nueva matriz energética que le permita la aplicación de precios directos 
dirigido adonde quiere dirigirlo y no como nos había pasado que, a través de una medida que inicialmente 
estaba bien inspirada pero que con el transcurso del tiempo fue deformándose; en realidad estábamos 
subsidiando pero al revés. Entonces, creo que ese es el objetivo; hacia ahí tenemos que ir y creo que va a 
llegar el momento en que estas medidas se van a agotar cuando realmente se ajuste la matriz energética del 
país, pero estas son las cosas que se tienen que hablar con ANCAP. 


En lo que tiene que ver con el segundo tema, ya en la oportunidad anterior nosotros dijimos rotundamente 
que no existe ningún peaje previsto en ninguna parte del país y, por lo tanto, en las inmediaciones de Cerro 
Largo, tampoco. No existe. El único peaje que podría llegar a ubicarse en el país, según lo que hoy 
analizamos sería en el caso de que se pudiera concretar la obra del puente de Laguna Garzón. Conectando la 
Ruta N* 10 se instalaría un peaje en espejo con el peaje de la Ruta N* 9, lo que tiene bastante sentido para 
impedir que haya traspaso de pasaje de un lado para el otro. Pero eso será en el caso de que finalmente se 
decida llevar la obra adelante; mientras tanto, no hay ningún peaje previsto en ninguna parte del país. 


En cuanto a los fondos de convergencia estructural del MERCOSUR, apostamos a ellos con entusiasmo 
porque es uno de los mecanismos que nos ayuda a reducir asimetrías. En un principio planteamos un 
proyecto sobre la Ruta N* 26 y otro sobre la Ruta N” 12. El proyecto sobre la Ruta N* 26 fue aprobado, pero 
el de la Ruta N* 12 mereció observaciones porque los delegados argentinos lo relacionaban con BOTNIA. 
Inmediatamente dijimos, para simplificar, que si el proyecto sobre la Ruta N* 26 no tiene observaciones, de 
ahora en adelante vamos a aplicar todos los proyectos de financiamiento los vamos a aplicar a la Ruta N* 26 
y se termina la discusión. Sin embargo, el tema todavía no se ha desatado; se sigue discutiendo el proyecto 
sobre la Ruta N” 12. Algunos dicen que es posible que finalmente se habilite el tramo de esa ruta, pero de 
futuro vamos a ir a la Ruta N* 26 porque, en definitiva, es donde se colocan los recursos. 


¿Cuál es otra preocupación adicional, después de salir de este tema de la discusión del tramo de la ruta? Es 
conciliar los tiempos con el dinero, porque creo que esto se está discutiendo desde el año 2006, pero todavía 
no vimos un céntimo. Estamos insistiendo para que en la negociación se ponga fecha de "cúmplase" porque 
si no, resuelvan sobre el tramo que sea, no vamos a tener la plata hasta que no nos la den para poder ejecutar 
la obra. Es una preocupación que tenemos, y aprovecho a comentar esto porque ustedes en las reuniones del 
MERCOSUR también pueden preguntar. Están bien los fondos, todos estamos de acuerdo, pero después de 
que se dispone de esos fondos, vamos a ver cómo se ejecutan. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- La información que obtuvimos del nuevo Parlamento del MERCOSUR, de 
parte del Embajador de Brasil del MERCOSUR, es que los dineros destinados para los proyectos 
señalados tienen una dificultad, que es la de estar en un banco de Paraguay. Pienso que ustedes, desde 
el Ejecutivo, podrán tomar los recaudos correspondientes. 


El dinero está en Paraguay porque acá no hay banco de Brasil y allá sí. Me parece que es un dato como para 
hacerle un seguimiento; quizás ya lo conocían. 


El Embajador brasileño dijo que el proyecto sobre la Ruta N* 12 estaba incluido. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El proyecto sobre la Ruta N' 12 ya 
lo dábamos por liquidado y resulta que vino una noticia de que salía, pero si sale, que pongan la plata. 


No sé como es este mecanismo; espero que no sea el del "Gran Bonete". Brasil deposita sus fondos en el 
banco de Brasil en Paraguay; Argentina también tendría que depositarlos en algún lado. En realidad, acá hay 
dos que en principio dan y dos que recibimos: Paraguay y nosotros. Creo que debemos seguir escarbando 
para ver si juntamos los proyectos con la plata, pero esta es la realidad que tenemos. 


Ahora me voy a referir al tema de las empresas de transporte internacional. Estas empresas han hecho una 
amplísima campaña de presentación a todos los niveles. Tengo algunas carpetas que me han enviado de 
distintos lugares, empezando por el Presidente de la República, siguiendo por el Secretario, legisladores, 
etcétera, pero no necesariamente las cosas son como se presentan. 


Yo leí la intervención que ellos acá, en la Cámara de Diputados hace tiempo y también leí la intervención que 
un señor Diputado, recogiendo elementos de la Comisión, hizo en el plenario. Da la impresión de que lo que 
se escapaba a la consideración de los señores legisladores era que son representantes legales de empresas de 
transporte, no empresas de transporte; son representantes legales de empresas de transporte que no son 
uruguayas sino extranjeras. La mayoría de esas empresas y las más grandes son argentinas, chilenas, 
paraguayas, menos brasileñas. 


Creo que primero habría que diferenciar. Nosotros hemos estado en contacto permanente -y muchos 
problemas tenemos para resolver las dificultades que tienen- con las empresas de transporte con camiones 
uruguayos funcionando. Pero una cosa distinta son los representantes legales de empresas de transporte que 
tienen flota en otros países y que nos podrían ayudar bastante si en lugar de venir a plantear al Parlamento, al 
Presidente, al Ministro uruguayos que resolvamos el tema que deriva de los cortes de los puentes, pudieran ir 
a hacer los planteos a sus respectivas autoridades nacionales para que este tema del corte de los puentes no 
sea un problema solo de los uruguayos sino de la integración, del MERCOSUR. De la misma manera que 
ellos quieren consideraciones especiales, particulares y sugieren algunas medidas para atender los camiones 
extranjeros de empresas no nacionales que vienen al país y que están afectadas por el corte de los puentes, las 
empresas nacionales con camiones nacionales también deben ser atendidas porque están afectadas por los 
mismos problemas. Entonces, ellos nos podrían ayudar porque tal vez puedan llegar a donde nosotros no 
podemos para que el MERCOSUR considere el tema, para que las autoridades de los Gobiernos a los que 
pertenecen esas empresas consideren el tema, a fin de que se haga público que esto no solo está afectando 
económicamente al Uruguay -que parece que a nadie le importa- sino también a muchas de estas empresas 
que, por otra parte, son de las que más toneladas de carga traen de Argentina para acá. Creo que vale la 
aclaración. 


Por otra parte, hay una serie de otras consideraciones como, por ejemplo, en cuanto a corredores, etcétera, y 
averigiié algunas. ¡Claro! Todas las empresas de transporte -también las nacionales- están jaqueadas en forma 
permanente por esta situación porque no se sabe por dónde pasar, porque se pasa por donde no tenemos 
infraestructura y porque a los problemas que tradicionalmente tenemos de los pasos de frontera se le agrega 
esta incertidumbre de cambios, de idas y venidas. 


También es cierto el deterioro que está generando este transporte no previsto por algunos caminos y rutas que 
están siendo sobrecargados, y ese es un perjuicio adicional que recibe Uruguay. Lo que no es cierto, porque 
estuve averiguando, es que fueran multados por circular por corredores que no estaban inicialmente 
habilitados. No son multados por eso; si son multados, es porque andan por donde no tienen que circular, 
pero no por corredores que no tuvieran inicialmente. Si son multados es porque andan por donde no tienen 
que andar, y no por corredores que no estuvieran inicialmente. 


Después se habló de otra serie de condiciones vinculadas, por ejemplo, de mercaderías perecederas, de 
coordinación de servicios públicos, de aumento del estrés laboral, de aumento de los costos, de incremento en 
kilómetros, pero eso es lo mismo que le pasa a nuestra gente. Es más: en algunos casos nuestros camioneros 
no tienen cómo pasar o terminan yendo a Paso de los Libres. Entonces, ¡por favor!, lo que estas buenas 
personas plantean no lo tenemos que considerar especialmente porque están siendo afectadas, porque ellos 
están viviendo en su pellejo lo mucho que está afectando este arbitrario corte de puentes que afecta al 
conjunto del Uruguay. 


En cuanto a lo que tiene que ver con la utilización de los ferrys, quiero decir que la capacidad de transporte 
de vehículos de este medio es limitada. Además, los ferrys tienen sus clientes de siempre, de todo el año. En 
esta oportunidad, con el corte de los puentes, evidentemente el dueño de los ferrys tiene más demanda, y ¿a 
quién va a atender? A sus clientes de siempre. ¿A quién, si no? Ellos dicen que nosotros debemos intervenir 
para ordenar quién pasa y quién no en los ferrys, pero esto es un negocio entre particulares. El ferry tiene una 
capacidad determinada y, si la tiene contratada, no podemos hacer nada. Nosotros no hemos dicho a los 
dueños del ferry que no lleven camiones con matrícula chilena; esa no es nuestra potestad. No sé cómo 
arreglan sus negocios los dueños del ferry. Lo que sí sabemos es que no se puede cubrir la demanda y que, 
inclusive, esto ha generado alguna discusión entre los propios transportistas nacionales, con quienes hemos 
hablado del tema. 


Dije esto con fuerza porque me parecía que tendrían que haber llegado algunos comentarios sobre este tema y 
como no quiero calificarlos, digo que es de bastante sentido común pensar que tenemos un problema muy 


grande y no parece justo que nos quieran plantear solo cómo afecta a algunos. 


Por último, hay una situación que a veces confunde. Algunos representantes legales de estas empresas 
extranjeras -que en algunos casos tienen flotas más grandes, no que la flota total de camiones del país, pero 
muy grandes con relación a las del Uruguay- a su vez tienen algún camión nacional, uruguayo, registrado 
acá, trabajando en el transporte internacional. Esos camiones no tienen ningún obstáculo y funcionan como 
todos los camiones nacionales, pero nuestra atención del transporte de carga la hacemos a través de las 
gremiales representativas de los camiones y no de un representante legal de una empresa no nacional. Ellos 
no tienen representación por esos camiones. 


¿Queda claro el asunto? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí. 


Prácticamente es la hora 16 y tenemos sesión ordinaria. 
El otro tema que estaba en el orden del día tiene que ver con las denuncias que planteó el gremio de la 
Dirección Nacional de Arquitectura -cuya versión taquigráfica recibió el señor Ministro-, pero tendrá que ser 


considerada en otro momento porque ya no hay tiempo. 


Por otra parte, no quiero insistir más con el tema del Club de Baby Fútbol Progreso, de Paysandú. Ellos 
quieren hablar con el señor Ministro desde el año pasado, y quieren venir. 


(Diálogos) 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Si les viene bien, nos reuniríamos el 
martes 22 a la hora 14. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así será. 


Agradecemos la presencia del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas) 


Antes de levantar la sesión, el señor Diputado Espinosa quiere formular un planteamiento. 


SEÑOR ESPINOSA.- Acabamos de concurrir a una reunión de la Comisión de Defensa Nacional a la 
que asistieron los controladores de tránsito aéreo del Uruguay por un tema que nos preocupa a todos. 


Por lo expuesto y por las opiniones que recogimos de actores involucrados con esta problemática, sabemos 
que en su momento se conversó para traspasar Aviación Civil a la órbita del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. En ese sentido, simplemente rescato una expresión, de la que tomé nota -ella figurará en la versión 
taquigráfica correspondiente-, de la exposición de los controladores de tránsito aéreo del Uruguay. Ellos 
acaban de decir que no pueden garantizar más la inexistencia de un accidente aéreo en Uruguay. Es una 
situación difícil, de mucha sensibilidad. 


No queremos crear una situación de alarma, lo que tampoco estaba entre los objetivos de la Comisión de 
Defensa Nacional, pero sí de profunda preocupación. Por lo tanto, queremos reconsiderar la posibilidad, 
como ya lo habíamos manifestado, de que esta Comisión convoque al señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas para abordar este tema. 


Reitero: la Comisión de Defensa Nacional acaba de considerar el asunto con los trabajadores, con los 
controladores aéreos, y con seguridad lo hará con la señora Ministra de Defensa Nacional, pero entendemos 
pertinente conocer directamente la opinión del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas ante este 
eventual pasaje de esta repartición a su órbita y, por supuesto, formular preguntas relacionadas con nuestra 
principal terminal aérea, el Aeropuerto Internacional de Carrasco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como vamos a hacer una convocatoria por el tema de la Asociación de 
Obreros de Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, el segundo punto del orden 
del día podría tener que ver con el que plantea el señor Diputado Espinosa, a fin de que el señor 
Ministro nos exprese cuál es su postura respecto al pasaje de los controladores aéreos de la órbita 
militar a la civil en su Cartera. 


SEÑOR ESPINOSA.- Sugeriría que planteáramos el tema más globalmente y que no solo se consulte la 
opinión del señor Ministro respecto de ese traspaso, sino que también podamos conversar sobre la 
política aeronáutica en general y el régimen de administración y gestión del Aeropuerto Internacional 
de Carrasco. 

SEÑOR FERNÁNDEZ.- Propongo que la versión taquigráfica de la sesión de la Comisión de Defensa 
Nacional sea enviada al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, con un material que nos 
hicieran llegar los invitados. Sería algo bueno. 

(Diálogos) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


No habiendo más asuntos en el orden del día, se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


